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detecta en los fundamentos jurídicos 3 y 4 de dicha Sen-
tencia, en los que, en relación con el motivo impugnato-
rio relativo a la falta de motivación en el acta de inspec-
ción tributaria de los incrementos de la base imponible 
del impuesto sobre el valor añadido del ejercicio de 1990, 
tras apreciar el órgano judicial la falta de motivación exi-
gible de conformidad con el art. 124.1 a) LGT 1963, se 
deslizan las expresiones «incremento patrimonial» e 
«incremento patrimonial atribuido en el rendimiento del 
capital inmobiliario», que se corresponden con conceptos 
propios del impuesto sobre la renta de las personas físi-
cas, pero que no guardan ninguna relación con el 
impuesto sobre el valor añadido y, en consecuencia, con 
la liquidación impugnada. Error que el ahora demandante 
de amparo intentó que fuera subsanado en la vía judicial 
mediante el incidente de nulidad de actuaciones que pro-
movió, siendo desestimada su pretensión por el propio 
órgano judicial, al entender, por Auto de 20 de marzo 
de 2001, que no existía «causa que determine la nulidad 
por incomprensión de la sentencia pues en ella se resuel-
ven todas las cuestiones planteadas por la actora en los 
escritos de demanda y conclusiones». Cierto es que el 
actor interpuso contra este Auto un recurso de súplica 
que fue inadmitido por providencia de 8 de mayo de 2001, 
lo que determinó, a su vez, la inadmisión por extempora-
neidad, por utilizar un recurso manifiestamente improce-
dente, del recurso de amparo que promovió contra la 
mencionada Sentencia (recurso de amparo 2949-2001). 
Mas tal circunstancia, ni permite imputar al recurrente en 
amparo el error que se desliza en la fundamentación jurí-
dica de la Sentencia ni, obvio es, impide la impugnación 
de la providencia dictada en ejecución de dicha Sentencia 
por alterar o contravenir su fallo, siendo aquella provi-
dencia y no esta Sentencia la resolución objeto del pre-
sente recurso de amparo.

De otra parte, las expresiones erróneas que se desli-
zan en los fundamentos jurídicos 3 y 4 de la Sentencia a 
ejecutar parecen obedecer, como han dejado constancia 
tanto el recurrente en amparo como el Ministerio Fiscal y 
el Abogado del Estado, a la utilización en la redacción de 
la Sentencia del texto de una Sentencia precedente 
correspondiente al impuesto sobre la renta de las perso-
nas físicas, en vez del impuesto sobre el valor añadido, en 
concreto, dictada por la Sección Quinta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid, de fecha 26 de abril de 2000, y relativa 
también al ahora recurrente en amparo, pero cuyo objeto 
no era el impuesto sobre el valor añadido, sino la liquida-
ción tributaria del impuesto sobre la renta de las personas 
físicas correspondiente al ejercicio de 1989.

Pues bien, desde la perspectiva de control que corres-
ponde a este Tribunal lo relevante es que la providencia 
recurrida en amparo, al estimar válida la liquidación tri-
butaria girada por la Administración al demandante de 
amparo, altera sustancialmente, dejándolo sin efecto, el 
fallo de la Sentencia a ejecutar, cuyo significado y alcance 
no es otro, interpretado de acuerdo con la fundamenta-
ción jurídica de la Sentencia y el resto de los extremos 
del pleito –las pretensiones actoras y el Auto de 20 de 
diciembre de 2001– que la estimación en parte del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el ahora 
demandante de amparo por falta de motivación del acta 
de inspección tributaria denunciada y que exige el 
art. 124.1 a) LGT 1963 en relación con la base imponible 
del impuesto. Ha de concluirse, pues, que la providencia 
de 23 de julio de 2002, al impedir la ejecución en sus pro-
pios términos de la Sentencia núm. 1347/200, de 25 de 
octubre, ha vulnerado el derecho del recurrente en 
amparo a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de 
derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales.

6. En la apreciación de la vulneración del citado 
derecho fundamental ha de detenerse nuestro enjuicia-

miento, pues, frente a lo que al respecto sostiene el Abo-
gado del Estado, a este Tribunal no le corresponde orien-
tar cómo podría llevarse a efecto la Sentencia de la 
Sección de apoyo núm. 2 de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
núm. 1347/2002, de 25 de octubre, como consecuencia 
del error en ella deslizado, imputable exclusivamente al 
órgano judicial, que incluso llegó a rechazar el intento de 
subsanación promovido por el ahora recurrente en 
amparo, ya que, de acuerdo con una reiterada doctrina 
constitucional, la interpretación y la determinación de las 
consecuencias del fallo, así como la adopción de las 
medidas oportunas para asegurarlo, son cuestiones de 
mera legalidad ordinaria que compete resolver a los órga-
nos judiciales en el ejercicio de la función jurisdiccional 
que les encomienda con carácter exclusivo el art. 117.3 CE, 
y para las que no está habilitado el cauce del recurso de 
amparo (SSTC 140/2003, de 14 de julio, FJ 6; 223/2004, 
de 29 de noviembre, FJ 4).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por don 
Alejandro Chivato Aparicio y, en su virtud:

1.º Declarar vulnerado el derecho del recurrente en 
amparo a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de 
derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales 
(art. 24.1 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la providencia de 23 de julio de 2002 y del Auto 
de 10 de diciembre de 2002 de la Sección Quinta de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid, recaídos en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 1127/96, retrotrayendo las 
actuaciones al momento procesal inmediatamente ante-
rior al de dictarse la mencionada providencia para que se 
dicte una nueva resolución judicial respetuosa con el 
derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a nueve de mayo de dos mil cinco.
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 9524 Sala Segunda. Sentencia 116/2005, de 9 de 
mayo de 2005. Recurso de amparo 1112-2003. 
Promovido por don Ángel Gil González frente a 
la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Madrid que le condenó por falta de malos tra-
tos en el ámbito familiar.
Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación sin haber cele-
brado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Eugeni Gay Mon-
talvo, doña Elisa Pérez Vera, don Ramón Rodríguez Arri-
bas y don Pascual Sala Sánchez, ha pronunciado
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 1112-2003, promovido 

por don Ángel Gil González, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Antonio Ramón Rueda López y 
asistido por el Abogado don José Rolando de Francisco 
Criado, contra la Sentencia dictada por la Sección Sexta 
de la Audiencia Provincial de Madrid de 28 de enero 
de 2003, recaída en el rollo de apelación núm. 443-2002, 
que estimó el recurso de apelación interpuesto contra la 
Sentencia del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
núm. 2 de Collado Villalba de 15 de julio de 2002, recaída 
en el juicio de faltas núm. 150-2002 por presunta falta de 
malos tratos en el ámbito familiar. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Pas-
cual Sala Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 26 

de febrero de 2003, don Antonio Ramón Rueda López, 
Procurador de don Ángel Gil González, interpuso recurso 
de amparo contra la Sentencia indicada en el encabeza-
miento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta el presente 
recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) El Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
núm. 2 de Collado Villalba, mediante Sentencia de 15 de 
julio de 2002, absolvió al ahora recurrente en amparo de 
la falta de coacciones y amenazas de la que fue acusado 
solamente por la acusación particular ejercitada por su ex 
mujer doña Pilar del Bosque García. El citado Juzgado 
estimó probados los siguientes hechos: «Primero.–Los días 
25 de abril de 21 de mayo de 2002, doña Pilar del Bosque 
García compareció en el Cuartel de la Guardia Civil de 
Collado Villalba denunciando a su marido don Ángel Gil 
González por coacciones y amenazas. Segundo.–A la vista 
de las pruebas practicadas en el acto del juicio, no ha que-
dado probado que don Ángel procediese a coaccionar ni 
amenazar a doña Pilar en los términos denunciados.»

El Juzgado a quo absolvió al acusado porque «las 
declaraciones vertidas por las partes en el acto del juicio 
oral no han permitido esclarecer cómo se produjeron los 
hechos denunciados y, por consiguiente, la veracidad de 
los mismos. Ambas versiones refieren descripciones 
completamente contradictorias, sin que la prueba testifi-
cal practicada en el acto del juicio (testimonios de doña 
Josefina ... y doña María Dolores ...) permita esclarecer el 
desarrollo de los hechos enjuiciados. Tampoco la contem-
plación de las fotografías aportadas por la denunciante 
desprende ningún indicio de la comisión por don Ángel 
Gil González de una falta de coacciones y otra de amena-
zas en la persona de su esposa». Al estimar insuficiente la 
prueba de cargo practicada (la declaración de la denun-
ciante y los dos testimonios antes mencionados), absol-
vió al acusado con base en el derecho fundamental a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

b) La acusación particular interpuso recurso de ape-
lación contra la citada Sentencia absolutoria invocando el 
único motivo del error de hecho en la valoración de la 
prueba; la apelante consideraba suficiente la prueba de 
cargo practicada en la instancia (su declaración y la de 
dos testigos) como para desvirtuar el derecho del acu-
sado a la presunción de inocencia, por lo que solicitó su 
condena por ser autor de una falta de coacciones a la 
pena de arresto de cuatro fines de semana, así como la 
pena accesoria prevista en el art. 57 CP por un plazo de 
seis meses. El recurso fue admitido en ambos efectos e 

impugnado tanto por el Ministerio Fiscal como por el 
ahora recurrente en amparo. Recibidos los autos en la 
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid, ese 
Tribunal dictó Sentencia, sin celebración de vista, con 
fecha 28 de enero de 2003, por la que estimaba el recurso 
de apelación interpuesto, revocaba la Sentencia absoluto-
ria impugnada y condenaba al acusado como autor de 
una falta de coacciones a la pena de arresto de dos fines 
de semana y prohibición de aproximarse a su ex mujer y 
al domicilio de ésta durante el tiempo de cuatro meses.

c) La Sala de Madrid modificó el relato fáctico de la 
resolución recurrida por el siguiente: «En el transcurso de 
los meses de Abril y Mayo de 2002, el denunciado Ángel 
Gil González, quien se encuentra separado de su mujer 
Pilar del Bosque García, acudió asiduamente en su vehícu-
lo al domicilio de ésta en la localidad de Collado-Villalba, y 
lo estacionaba en la puerta del mismo, permaneciendo 
horas en el lugar, lo que motivó una crisis de ansiedad en 
su mujer y que ésta mudara su domicilio». En definitiva, el 
Tribunal de apelación no compartió el criterio del Juzgador 
a quo, porque existía suficiente actividad probatoria acerca 
de los hechos denunciados «por las declaraciones de la 
denunciante y de los testigos vecinas de ésta», motivo por 
el cual estimó probado que el acusado acudió «durante un 
período de tiempo al chalet ocupado por su mujer, tras 
concluir la orden de alejamiento que de la citada tenía, y 
estacionar en la puerta su vehículo varias horas ... moti-
vando que sufriera una crisis de ansiedad y abandonara el 
domicilio».

3. El recurrente basa su demanda de amparo en la 
lesión de su derecho de defensa y de presunción de ino-
cencia debido a que la Audiencia de Madrid dictó una 
Sentencia de condena valorando «erróneamente la 
prueba practicada en el plenario del juicio de faltas de 
referencia». Afirma que sí existió actividad probatoria en 
la instancia, citando para ello el principio de inmediación, 
pero ésta no ha desvirtuado su presunción de inocencia.

4. Por providencia de 13 de mayo de 2004 la Sala 
Segunda acordó admitir a trámite la demanda de amparo 
y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atentas 
comunicaciones a los órganos judiciales competentes 
para la remisión de certificación o fotocopia adverada de 
las actuaciones y emplazamiento a quienes hubieran sido 
parte en el procedimiento, a excepción del demandante, 
para que, si lo desearen, pudiesen comparecer en el plazo 
de diez días en el presente recurso de amparo. Igualmente 
se acordó formar la correspondiente pieza separada de 
suspensión en la cual, tras los trámites oportunos, esta 
Sala dictó el Auto de 19 de julio de 2004 acordando, sola-
mente, la suspensión de la pena privativa de libertad.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Segunda de este Tribunal de 21 de octu-
bre de 2004 se acordó dar vista de las actuaciones a la 
parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo común de 
veinte días para presentar las alegaciones que estimasen 
pertinentes de conformidad con el art. 52.1 LOTC.

6. El recurrente no presentó escrito de alegaciones. 
El Ministerio Fiscal, mediante escrito de alegaciones 
registrado el 11 de noviembre de 2004, interesó la estima-
ción de la demanda. Tras realizar el correspondiente análi-
sis de los hechos y de los motivos del recurso de amparo 
estimó producida la doble lesión del art. 24.2 CE porque la 
Sala de apelación se pronunció «con claridad ... sobre la 
existencia de los hechos punibles y la participación en 
ellos como autor del demandante, esto es sobre su culpa-
bilidad, habiendo éste sido absuelto en primera instancia 
y negado la realización de los hechos, tal como se expo-
nían en la denuncia, sin celebrar nueva vista y por tanto 
sin oír al imputado ni a los testigos, cuyo testimonio 
valoró, por lo que se ha producido la vulneración de-
nunciada, lo que debe determinar, a juicio de este Minis-
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terio siguiendo la consolidada doctrina de este Tribunal 
(SSTC 167, 197, 198 y 212 de 2002, 68, 118 y 209 de 2003 
y 50 y 128 de 2004) la declaración igualmente de vulnera-
ción del derecho a la presunción de inocencia del deman-
dante, al sustentarse la misma en exclusividad, en la 
sentencia cuestionada en pruebas testificales (testimonio 
de la esposa y dos vecinas) no estando rodeada tal pon-
deración probatoria de las debidas garantías según se 
expuso».

Por todo ello interesa la estimación del recurso por 
vulneración del derecho a un proceso con todas las garan-
tías y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) y la anu-
lación de la Sentencia impugnada dictada por la Sección 
Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid.

7. Por providencia de 5 de mayo de 2005 se señaló 
para la deliberación y fallo el día 9 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. El recurrente, bajo la invocación del derecho de 

defensa y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE), plan-
tea de nuevo ante este Tribunal la cuestión de las con-
denas en segunda instancia, tras la revocación de una 
previa absolución, fundamentadas en la valoración de prue-
bas personales no practicadas ante el órgano de apelación.

Es jurisprudencia ya reiterada de este Tribunal, ini-
ciada en la STC 167/2002, de 18 de septiembre (FFJJ 9 
a 11) y seguida en numerosas Sentencias posteriores 
(entre las últimas, SSTC 14/2005, de 31 de enero; o 19/2005, 
de 1 de febrero), que el respeto a los principios de publici-
dad, inmediación y contradicción, contenidos en el dere-
cho a un proceso con todas las garantías, impone inexora-
blemente que toda condena se fundamente en una 
actividad probatoria que el órgano judicial haya exami-
nado directa y personalmente y en un debate público en 
el que se respete la posibilidad de contradicción, por lo 
que, cuando la apelación se plantee contra una Sentencia 
absolutoria y el motivo de apelación concreto verse sobre 
cuestiones de hecho suscitadas por la valoración o pon-
deración de pruebas personales de las que dependa la 
condena o absolución del acusado, resultará necesaria la 
celebración de vista pública en la segunda instancia para 
que el órgano judicial de apelación pueda resolver 
tomando un conocimiento directo e inmediato de dichas 
pruebas. E, igualmente, hemos sostenido que la constata-
ción de la anterior vulneración determina también la del 
derecho a la presunción de inocencia si los aludidos 
medios de prueba indebidamente valorados en la 
segunda instancia son las únicas pruebas de cargo en las 
que se fundamente la condena.

2. En el presente caso las actuaciones evidencian 
que la única actividad probatoria desarrollada en la vista 
del juicio de faltas fueron pruebas de carácter personal 
(declaraciones de la denunciante y del denunciado y de 
dos testigos); que la Sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción absolvió al recurrente, conforme al 
derecho fundamental a la presunción de inocencia, al con-
siderar que los hechos denunciados no habían quedado 
acreditados por los diversos testimonios vertidos en la 
vista del juicio de faltas; que la denunciante recurrió dicha 
absolución con fundamento exclusivo en errónea valora-
ción de las pruebas personales practicadas; y, por último, 
que en la Sentencia de apelación, sin celebración de vista 
ni práctica de prueba en la segunda instancia, se condenó 
al recurrente como autor de una falta de coacciones, 
modificando el relato de hechos probados, basándose 
sólo en el examen de los testimonios prestados en la pri-
mera instancia reflejados en el acta del juicio de faltas.

Por tanto, toda vez que es manifiesto que el órgano 
judicial de apelación fundamentó la condena en una 
nueva valoración de las pruebas testificales con infrac-
ción de los principios de inmediación y contradicción, y 

que las únicas pruebas de cargo eran los mencionados 
testimonios, debe otorgarse el amparo por vulneración 
de los derechos a un proceso con todas las garantías y a 
la presunción de inocencia, cuyo restablecimiento deter-
mina la anulación de la Sentencia impugnada.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por don Ángel Gil Gonzá-

lez y, en su virtud:
1.º Declarar vulnerados los derechos fundamentales 

del recurrente a un proceso con todas las garantías y a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular la 
Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial 
de Madrid de 28 de enero de 20032, recaída en el rollo de 
apelación núm. 443-2002.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a nueve de mayo de dos mil 
cinco.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Mar-
tín de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ra-
món Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 9525 Sala Segunda. Sentencia 117/2005, de 9 de 
mayo de 2005. Recurso de amparo 2301-2003. 
Promovido por don Antonio García Martín y 
otra respecto al Auto del Juzgado de Primera 
Instancia de Sepúlveda que denegó la nulidad 
de actuaciones en litigio civil por cantidad sen-
tenciado en 1999.
Vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: emplazamiento edictal en pro-
ceso civil, tras intentar el personal en una 
dirección errónea por una indicación inexacta 
de la demanda.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 2301-2003, promovido 

por don Antonio García Martín y doña Juliana Cuesta Gui-
jarro, representados por la Procuradora de los Tribunales 
doña María Lourdes Cano Ochoa y asistidos por el Letrado 
don José Antonio Hernáez Rodrigo, contra el Auto del 
Juzgado de Primera Instancia de Sepúlveda, de 24 de 
marzo de 2003, que desestimó incidente de nulidad de 
actuaciones contra la Sentencia de 26 de julio de 1999 
recaída en autos de juicio de menor cuantía núm. 258/97. 
Han comparecido y formulado alegaciones don Luis Sanz 
Cuesta, representado por la Procuradora de los Tribunales 


